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PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados vería con agrado que a través del Ministerio de Gobierno el Poder Ejecutivo informe:

1)Resultado de las actuaciones administrativas llevadas a cabo por la  muerte del interno Carlos Ramón Cartelle en noviembre de 2.004 en la Carcel de Coronda.

2)Si existió una denuncia de Carlos Ramón Cartelle en Agosto de 2.003, que incluía a directivos de esa Unidad, la Carcel de Coronda, por tráfico de drogas dentro del Penal.

3) Si el 5 de Octubre de 2.004, Carlos Ramón Cartelle debió salir en libertad condicional.

4)Si este último presupuesto es cierto, motivos por el cuál permaneció en la carcel más alla de esta fecha.

5)Ante que Juzgado y en que fecha, la madre de Carlos Ramón Cartelle pidió garantías para su hijo, solicitando se lo mantuviera aislado pues temían por su vida. 

Señor Presidente.

Carlos Ramón Cartelle,  un interno de la carcel de Coronda, murió apuñalado en Noviembre de 2.004. Esta muerte violenta fue el preanuncio de la tragedia que se desataría en el Penal posteriormente.

Hoy vuelve a tomar actualidad la causa Cartelle, a raíz de que su madre formula gravísimas denuncias presentadas inclusive ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, asignándo responsabilidad en esta muerte a directivos y penitenciarios de la institución “por el manejo de la droga dentro del penal”.

La mujer afirma que a Cartelle “lo mataron agentes del Servicio Penitenciario  que integran una guardia armada, a raíz de que el detenido denunció a los directivos de la Unidad I de Coronda …por complicidad en el trafico de drogas.” Previo a este lamentable incidente había solicitado a traves de un escrito judicial  garantias para la vida de su hijo. Asimismo, continúa la denunciante, el señor Carlos Ramón Cartelle el 5 de Octubre de 2.004 debía salir en libertad condional, pero los agentes del penal, continúa, le impusieron una sanción de seis meses para impedir que se concretara esa medida. La muerte de una persona en una institución del Estado es grave en si misma, por cuanto éste debiera ser  es el garante de la integridad psicofísica de las personas alli alojadas. Esto se agrava por las denuncias que comprometen seriamente,  en el caso planteado, a los funcionarios penitenciarios y judiciales con acusaciones de tráfico de drogras y corrupción. Los hechos denunciados deben ser investigados a fondo y dar señales claras a la ciudadanía  de la veracidad o no de tales hechos. El solo enunciarlos empaña la vida de las instituciones y compromete seriamente el destino de nuestra sociedad. Para el caso de la primera hipótesis, para castigar a los responsables y sanear la institución bajo sospecha. Para el caso de la segunda hipótisis,  fortalecer la credibilidad de quienes rigen los destinos de la Provincia.                                                                                                                                                   Por lo expuesto, solicito a mis pares acompañen con su firma el presente pedido de informes.

